SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 045
RADICACIÓN:    660013104005201800017-01
ACCIONANTE: MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA
REVOCA Y NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 12 de abril de 2018

Proceso:


Acción de Tutela –Petición –Inclusión en nómina – pago – hecho superado
Radicación Nro. :

660013104005201800017-01
Accionante: 

MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA
Accionado:

U.G.P.P.
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


PETICIÓN / SENTENCIA / INCLUSIÓN EN NOMINA / PAGO / CUMPLIMIENTO TOTAL DE LA RESOLUCIÓN RDP 047077 DE DICIEMBRE 14 DE 2016 / HECHO SUPERADO - De la información arrimada al dossier, se aprecia que la señora MLAC, reclama la protección de su derecho fundamental de petición, el cual considera vulnerado por parte de la U.G.P.P., al no haber dado respuesta de fondo a las solicitudes elevadas por intermedio de su apoderado en enero 16 y agosto 25 de 2017, para que se diera cumplimiento a la resolución  RDP 047077 de diciembre 14 de 2016 por la cual se dispuso el cumplimiento de la sentencia y el pago de los derechos a favor de la sucesión del causante JAC por el Tribunal Superior de Pereira data de junio 12 de 2017.
(…)

En el sub lite se percibe que le asiste razón a la ciudadana MLAC al instaurar la tutela, porque pese a efectuar sendas solicitudes a la U.G.P.P. en enero 16 y agosto 25 de 2017, a la fecha de interposición de la acción -febrero 15 de 2018- no se le había entregado respuesta de fondo, lo que motivó a la a quo a disponer la protección del derecho de petición que le había sido vulnerado.

No obstante lo anterior, con posterioridad a la emisión de la sentencia de primer nivel, tanto por parte del Subdirector Jurídico Pensional de la U.G.P.P., como el apoderado de la accionante, han señalado que en efecto la entidad ya contestó de fondo a las reclamaciones que le habían sido elevadas, lo que conlleva a predicar que la situación que originó la interposición de la presente acción constitucional se encuentra superada.
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Pereira, doce (12) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                Acta de Aprobación No 316
                                                Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Subdirector de Defensa Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante U.G.P.P.-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada mediante apoderado por la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA.

2.- DEMANDA 

Informa el apoderado de la señora ALZATE CARDONA, que en noviembre 3 de 2015 solicitó a la U.G.P.P. se le informara sobre los trámites relativos al cumplimiento de la sentencia dictada a favor de la sucesión del señor JAIRO ALZATE CARDONA, así como la adopción del acto administrativo correspondiente y la inclusión en nómina, ante lo cual se pronunció la entidad por resolución RDP 047077 de diciembre 14 de 2016, donde ordena el pago de los derechos respectivos. En enero 16 de 2017 su representada y su núcleo familiar radicó la documentación requerida por la U.G.P.P. y el FOPEP para tal efecto, sin recibir respuesta, por lo cual nuevamente por escrito de agosto 25 de 2017 se reiteró la misma, sin que a la fecha se les hubiere dado contestación alguna, con lo cual se vulneran los derechos de petición, debido proceso y derechos adquiridos.

Pide se ordene a la U.G.P.P. atienda las peticiones elevadas para que entregue información definitiva a las solicitudes aludidas.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la U.G.P.P. y al Fondo Nacional de Pensiones Públicas -en adelante FOPEP-, habiéndose pronunciado la primera de las mencionadas por intermedio del Subdirector de  Defensa Judicial Penales, el cual expresó lo siguiente:

- la Resolución RDP 047077 de diciembre 14 de 2016 fue incluida en la nómina de pensionados en octubre de 2017, donde se le canceló a la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA y demás beneficiarios el valor reconocido en el referido acto administrativo, aunque para el caso de uno de los beneficiarios el pago se encuentra en suspenso, como se indicó en el auto ADP 000991 de febrero 8 de 2017 que le fue notificado a su abogado.  
En cuanto a lo reclamado en esta acción, pide un término prudencial, por cuanto la entidad realiza todos los trámites necesarios para dar respuesta de fondo a las peticiones que le fueron elevadas, y hace alusión a jurisprudencia relativa a los requisitos de procedencia de la acción de tutela para temas de índole pensional. Solicita  se desestimen las pretensiones formuladas y de no proceder, subsidiariamente se le conceda un plazo para responder lo pedido.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de marzo 5 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, por lo cual ordenó a la U.G.P.P.,  que dentro de las 48 horas siguientes resolviera de fondo lo planteado en los derechos de petición que hacen alusión al cumplimiento total de la Resolución RDP 047077 de diciembre 14 de 2016.

3.3.- con posterioridad a la emisión de la sentencia -marzo 8 de 2018-, se recibió escrito del Subdirector de Defensa Judicial Pensional de la U.G.P.P., en la que señala que  mediante oficio N° 201816300581915 de febrero 22 de 2018 y complementado por oficio N° 201814200652741 de febrero 27 de 2018 se dio respuesta a lo pedido, con lo cual se demuestra que la entidad atendió de fondo lo pedido por el accionante y por ende pide que se declare improcedente la tutela por haber sido superadas las circunstancias que la originaron.

3.4.- Mediante oficio de marzo 8 de 2018, el apoderado de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, informa que por oficio con radicación N° 201814200652741 de febrero 27 de 2016, la U.G.P.P. procedió a contestar las solicitudes de enero 16 y agosto 25 de 2017, por lo cual exige se declare como hecho superado la presente acción.

4.- IMPUGNACIÓN

El Subdirector de Defensa Judicial Pensional de la U.G.P.P., impugna el fallo de tutela, sin hacer argumentación alguna en relación con los hechos que motivan la misma, para lo cual hizo alusión a jurisprudencia relativa al tema.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
No obstante la ausencia de argumentación de la entidad recurrente para impugnar el fallo, por tratarse esta de una acción sumaria, ello no es óbice para adelantar un estudio de la actuación.

De la información arrimada al dossier, se aprecia que la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, reclama la protección de su derecho fundamental de petición, el cual considera vulnerado por parte de la U.G.P.P., al no haber dado respuesta de fondo a las solicitudes elevadas por intermedio de su apoderado en enero 16 y agosto 25 de 2017, para que se diera cumplimiento a la resolución  RDP 047077 de diciembre 14 de 2016 por la cual se dispuso el cumplimiento de la sentencia y el pago de los derechos a favor de la sucesión del causante JAIRO ALZATE CARDONA.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asiste razón a la ciudadana MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA al instaurar la tutela, porque pese a efectuar sendas solicitudes a la U.G.P.P. en enero 16 y agosto 25 de 2017, a la fecha de interposición de la acción -febrero 15 de 2018- no se le había entregado respuesta de fondo, lo que motivó a la a quo a disponer la protección del derecho de petición que le había sido vulnerado.

No obstante lo anterior, con posterioridad a la emisión de la sentencia de primer nivel, tanto por parte del Subdirector Jurídico Pensional de la U.G.P.P., como el apoderado de la accionante, han señalado que en efecto la entidad ya contestó de fondo a las reclamaciones que le habían sido elevadas, lo que conlleva a predicar que la situación que originó la interposición de la presente acción constitucional se encuentra superada.
En conclusión, como quiera que por parte de la U.G.P.P. se cumplió lo atinente a dar respuesta a los requerimientos de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, se revocará la providencia adoptada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira
, y, en consecuencia, se negará el amparo impetrado, ante la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado
.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y en consecuencia se NIEGA el amparo reclamado, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� No obstante que la Sala era del criterio que al haberse proferido la Sentencia de primer nivel conforme a derecho, debía procederse a su confirmación, para luego decretarse la carencia actual del objeto por hecho superado, la Sala Penal de la H. Corte Suprema consideró que la decisión a adoptarse sería la de negar la protección invocada, al carecer de sentido tutelar y a su vez declarar la existencia de dicho fenómeno. Ver CSJ STP, 22 feb. 2018, 96708.


� Ver, entre otras, sentencia T-330 de 2017. 
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